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 SALA DE CASACIÓN SOCIAL         

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO.

El ciudadano JOSÉ ALFREDO TORREALBA MORENO, representado por el abogado Elvis A. Rosales, demandó a la sociedad mercantil COMPAÑÍA ANÓNIMA ELECTRICIDAD DE OCCIDENTE (ELEOCCIDENTE), representada por la abogada Natahaly Ramos Villavicencio, por cobro indemnización por accidente de trabajo, ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa.

El Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores del Primer Circuito de la citada Circunscripción Judicial, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva el día 26 de noviembre de 1999, en la cual declaró con lugar la apelación ejercida, parcialmente con lugar la demanda, revocando la decisión apelada.

El apoderado de la demandada formalizó el recurso de casación anunciado oportunamente. No hubo contestación a la formalización. 

Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala. En fecha 9 de marzo de 2000, el Magistrado Dr. Juan Rafael Perdomo fue designado ponente.

Cumplidos los trámites de sustanciación, siendo la oportunidad para decidir, lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones: 

-I- 

CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO

Es criterio de esta Sala que, con vista de las disposiciones de la nueva Constitución, por aplicación del principio finalista y en acatamiento a la orden de evitar reposiciones inútiles, no se declarará la nulidad de la sentencia recurrida si la deficiencia concreta que la afecta, no impide determinar el alcance subjetivo u objetivo de la cosa juzgada, no hace imposible su eventual ejecución o no viola el derecho de las partes a una justa resolución de la controversia.

En ese orden de ideas, la decisión de la Sala deberá considerar en forma previa el fundamento de lo decidido por la Alzada, para determinar si las denuncias que se formulan son capaces de alterarlo, o si impiden por omisión de pronunciamiento o de fundamentos, el control de la legalidad; y antes de declarar la  nulidad del fallo por defectos en su forma intrínseca, será necesario examinar si el mismo, a pesar de la deficiencia, alcanzó su fin, el cual no es otro que resolver la controversia con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución y suficiente garantía para las partes.

Por otra parte, la Constitución vigente da prioridad a la resolución de la controversia, en tanto que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma, al establecer en su segundo aparte lo siguiente:

 

“Si al decidir el recurso la Corte Suprema de Justicia encontrare una infracción de las descritas en el ordinal 1º del artículo 313, se abstendrá de conocer las otras denuncias de infracción formuladas, y decretará la nulidad y reposición de la causa al estado que considere necesario para restablecer el orden jurídico infringido. Igual abstención hará cuando declare con lugar una infracción que afecte una interlocutoria que haya producido un gravamen no reparado en la definitiva.”

Dada la contradicción de esta disposición legal con los principios constitucionales que ordenan no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales, a obtener una justicia expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles, establecidas en las disposiciones de los artículos 26, 257, 334 y 335 de la Carta Magna, en acatamiento del deber, también constitucional, de aplicar con preferencia las disposiciones y principios constitucionales y garantizar su supremacía y efectividad, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, la Sala desaplica la regla legal del artículo 320 eiusdem, que obliga a resolver, en primer término y en forma excluyente, el recurso de forma, para asumir la función de determinar, en cada caso concreto, cuál es el orden de decisión que mejor sirve a los fines de hacer efectiva justicia.

En el caso bajo decisión, entre las cuestiones de forma planteadas se encuentran algunas que darían lugar la que se considere que no debió tramitarse el proceso, por lo cual se le dará prioridad al recurso por defecto de actividad.

 

-  II-

FUNDAMENTO DE LO DECIDIDO POR LA ALZADA
 

La sentencia impugnada fundamentó su dispositivo en las siguientes razones: 

 

“Constituyendo el accidente de trabajo las lesiones funcionales inmediatas o posteriores, resultante de la acción violenta de una fuerza exterior que pueda ser determinada y sobrevenida en el curso del trabajo por el hecho o con ocasión del trabajo, se puede establecer a juicio del Sentenciador que el accidente de trabajo en estudio, puede conceptuarse, como aquel que ocurre cuando el actor estaba cumpliendo sus labores en un vehículo propiedad de la empresa demandada en su propio ambiente de trabajo y según el Artículo 563 de la Ley Orgánica del Trabajo, para que la demandada quede exceptuada del pago de la reclamación laboral, el accidente o infortunio de trabajo, debió producirse intencionalmente por la víctima o debido a fuerza mayor extraña al trabajo, sino se comprobare la existencia de un riesgo especial por lo que en todo caso resulta una responsabilidad objetiva.”

 

“De las probanzas analizadas y apreciadas por el Tribunal no aparece demostrada por la demandada que el accidente de trabajo en cuestión se debió a alguna de las causales mencionadas, esto no se produjo por intencionalidad de la víctima ni debido a fuerza mayor extraña al trabajo y es más, el hecho de que haya sido demostrado mediante las actuaciones administrativas de las autoridades de tránsito, como quedó establecido, que el actor al momento del infortunio circulaba a exceso de velocidad, tal circunstancia no es causal liberatoria de la responsabilidad objetiva que determina la ley contra el empleador en estos casos, como tampoco puede concluirse o determinarse que los desperfectos del vehículo conducido por el actor y que incidieron en las ocurrencias del accidente, se generaron por fuerza mayor extraña al trabajo y si la accionada admitió como en efecto lo hizo que el vehículo presentaba problemas con la bomba de agua, considera el Tribunal que ante tal desperfecto no han debido asignárselo al actor  para sus labores ya que en el supuesto de que existan dudas sobre las condiciones y funcionamiento de dicho vehículo, la misma debe resolverse a favor del trabajador que es la parte débil del proceso y en este sentido, habiendo presentado dicha unidad el desperfecto señalado la actitud de la empresa de entregárselo al actor para el cumplimiento de sus labores, resulta sancionada por la norma contenida en el Artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo que establece la presunción de que es culpable del infortunio del trabajador el empleador que conoce  el peligro en que éste está expuesto en el desempeño de sus labores.- Así se decide.”

 

 

-III-

DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO 
 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil y en el artículo 320 eiusdem, la parte formalizante denuncia la violación por parte de la recurrida de los artículos 2º de la Ley del Seguro Social y  585 de la Ley Orgánica del Trabajo por falta de aplicación, y de los artículos 560 y 563 de la Ley Orgánica del Trabajo y del parágrafo segundo, del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, por errónea interpretación. 

 

Por vía de argumentación, expone la parte recurrente:

 

“Alegamos que el juez Superior infringió las normas delatadas de la manera siguiente:

 

1) En primer lugar infringe el artículo 2 de la Ley del Seguro Social, por falta de aplicación, pues no lo utilizó para arribar a la conclusión que el demandante JOSE ALFREDO TORREALBA MORENO, al ser un trabajador permanente, estaba protegido por el Seguro Social Obligatorio.

 

2) En segundo término, infringe el artículo 585 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falta de aplicación, pues estando el trabajador demandante AMPARADO POR EL SEGURO SOCIAL OBLIGATORIO, es muy claro  que NO REGÍAN LAS NORMAS DE RESPONSABILIDAD OBJETIVA QUE EN MATERIA DE INFORTUNIOS LABORALES CONSIGNA LA MENCIONADA LEY ORGANICA DEL TRABAJO, por así disponerlo de forma categórica este artículo.

 

La falta de aplicación de estos dos artículos la concretó el Juez Superior al no haberlos aplicado a situaciones fácticas que calzaban en el supuesto de hecho de esas normas,…

 

3) En tercer lugar viola los artículos 560  y 563 de la Ley Orgánica del Trabajo por falsa aplicación, por dos razones:

 

Como el trabajador estaba protegido por el Seguro Social Obligatorio, no cabía la aplicación del régimen de responsabilidad objetiva que consigna la Ley Orgánica del Trabajo en estos dos artículos; por ello cuando la recurrida los utiliza para resolver la controversia, es muy claro que los infringe por FALSA APLICACIÓN, pues los encaja en una situación fáctica que no se amolda al supuesto de hecho que estos artículos contemplan. 

 

Como el objeto de la pretensión deducida lo constituye el pago de la indemnización prevista en el parágrafo tercero del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, es muy claro que la discusión en este pleito se centró en la procedencia o no de la referida indemnización a la luz de los preceptos normativos de dicha ley. Por ello es que no es lícito mezclar las disposiciones de esta ley  especial con otros artículos, pues los supuestos condicionantes de la indemnización que ella contempla FIGURAN EXCLUSIVAMENTE EN DICHA LEY Y NO PUEDEN SER MODIFICADOS POR OTROS TEXTOS LEGALES. Luego, los artículos 560 y 563 de la Ley Orgánica del Trabajo nunca no podrían ser aplicados para resolver un caso en el que se discute sobre la procedencia de una indemnización proveniente de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo; y al haberlos utilizado el sentenciador para juzgar unos hechos que no les competen, es muy claro que los infringió por falsa aplicación.

 

4) Por último, y como consecuencia de las cuatro violaciones anteriores, incurrió el juez de la Alzada en una errónea interpretación del encabezamiento del parágrafo segundo del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, pues el fallador, al entremezclar la interpretación de las normas sobre infortunios laborales de la Ley Orgánica del Trabajo con las que contempla esta ley especial, le atribuyó a la norma cuya violación denunciamos un contenido y alcance que no posee, …

 

…el parágrafo segundo absorbe las circunstancias de hecho que refiere la primera parte del artículo, o sea, que el patrono debe saber que los trabajadores corren peligro.  Esta exigencia se traduce en que debe existir necesariamente una culpa o dolo eventual  por parte del patrono para que pueda cristalizarse el derecho del trabajador a exigir la indemnización. Consecuentemente, cuando la recurrida interpreta que el parágrafo segundo del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo consagra un régimen de responsabilidad objetiva, similar a la prevista en el artículo 560 de la Ley Orgánica del Trabajo le está atribuyendo al artículo denunciado un contenido y alcance que no tiene y por ende, lo viola por errónea interpretación, y así formalmente lo alegamos.” 

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

En la actualidad el régimen de indemnizaciones por accidentes de trabajo está previsto, esencialmente, en cuatro textos normativos distintos, que son: la Ley Orgánica del Trabajo, la Ley del Seguro Social Obligatorio, la Ley Orgánica de Prevención Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo y el Código Civil. 

 

Las disposiciones previstas en la Ley Orgánica del Trabajo en relación con las indemnizaciones por accidente de trabajo están contenidas en el Titulo VIII de la citada Ley, “De los infortunios en el trabajo”, y están signadas por el régimen de la responsabilidad objetiva del empleador, contemplada en el artículo 560 eiusdem, según el cual el patrono debe responder e indemnizar al trabajador por los accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, provengan del servicio mismo o con ocasión de él, aunque no haya imprudencia, negligencia o impericia o inobservancia de los reglamentos por parte de la empresa o de los trabajadores. La propia Ley Orgánica del Trabajo, establece el monto de las indemnizaciones que por concepto de incapacidad debe recibir el trabajador o sus familiares en caso de muerte de aquél. 

 

Dispone el artículo 563 de la Ley Orgánica del Trabajo que el patrono queda exceptuado del pago de las indemnizaciones al trabajador si: a) el accidente hubiese sido provocado intencionalmente por la víctima, b) se debiera a una causa extraña no imputable al trabajo, y no concurriere un riesgo especial preexistente; c) cuando se trate de personas que ejecuten trabajos ocasionales, ajenos a la empresa del patrono; d) en caso de los trabajadores a domicilio, y e) cuando se trate de miembros de la familia del empleador, trabajen exclusivamente por cuenta del mismo y vivan bajo el mismo techo.

 

Entonces, según las previsiones del artículo 560 de la Ley Orgánica del Trabajo, y siempre que no concurra alguna de las circunstancias eximentes previstas en el artículo 563 eiusdem, el patrono responderá ante la mera ocurrencia del accidente de trabajo o del padecimiento de la enfermedad profesional, sin que fuere relevante las condiciones en que se haya producido el mismo.

 

Para que prospere una reclamación del trabajador en estos casos bastará que se demuestre el acaecimiento del accidente del trabajo, o el padecimiento de la enfermedad profesional, y la demostración del grado de incapacidad sobrevenida será relevante a los fines de determinar el monto de la indemnización.

 

Ahora bien, por disponerlo así el artículo 585 de la Ley Orgánica del Trabajo, este régimen tiene una naturaleza meramente supletoria, respecto de lo no previsto en las leyes de seguridad social, básicamente en la Ley del Seguro Social Obligatorio, cuando el trabajador esté amparado por el mismo Seguro Social obligatorio. 

 

En caso que el trabajador que sufrió un accidente de trabajo o padece una enfermedad profesional, esté cubierto por el Seguro Social obligatorio, conforme a lo previsto en el artículo 2° de la Ley del Seguro Social quien pagará las indemnizaciones debe ser el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, cuya responsabilidad  está prevista en el Título III, de las Prestaciones en Dinero, concretamente en los artículos 9° al 26 eiusdem. 

 

La Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo tiene como objeto regular la parte preventiva de los riesgos laborales, según se expresa en su artículo 1°, y a tal fin dispone en su artículo 33, un grupo de sanciones patrimoniales, administrativas y penales para los casos en que el accidente de trabajo o la enfermedad profesional se produzca por la no corrección por parte del empleador, de una condición insegura previamente advertida y conocida por el empleador.

 

Concretamente, en el caso de las sanciones patrimoniales dispone la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, en los parágrafos primero, segundo y tercero del artículo 33, que el empleador debe indemnizar al trabajador por las incapacidades ocasionadas por enfermedades profesionales o accidentes de trabajo, o a sus parientes en caso de muerte del trabajador, cuando dichos infortunios se produzcan como consecuencia del incumplimiento de las normas de prevención, sabiendo el empleador que sus trabajadores corrían peligro en el desempeño de sus labores y no corrigió las situaciones riesgosas.

 

En este caso, el empleador responde por haber actuado en forma culposa, con negligencia, imprudencia o impericia, y siempre será preciso que en caso de reclamación de la indemnización correspondiente el trabajador demuestre que el patrono conocía de las condiciones riesgosas.

 

En caso que el trabajador demuestre el extremo antes indicado, el patrono sólo se puede eximir de la responsabilidad si comprueba que el accidente fue provocado intencionalmente por la víctima o se debe a fuerza mayor extraña al trabajo sin que hubiere ningún riesgo especial.

 

Finalmente, el trabajador puede exigir al patrono la indemnización por daños materiales y morales prevista en los artículos 1.185 y 1.196 del Código Civil, siempre que compruebe que el accidente de trabajo o la enfermedad profesional son producto del hecho ilícito del empleador.

 

Las indemnizaciones antes indicadas, previstas en la Ley Orgánica del Trabajo, cuando no sea aplicable la Ley del Seguro Social, en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente  del Trabajo y en el Código Civil, pueden serle exigidas al patrono en forma conjunta, puesto que al responder a supuestos de hechos distintos el ejercicio de una cualquiera de ellas no implica la renuncia de las demás.

 

Ahora bien, precisamente por obedecer a condiciones distintas  cuando el juez determina la responsabilidad del patrono de indemnizar al trabajador por el accidente de trabajo producido al materializarse una condición peligrosa que el patrono no corrigió, tal y como lo prevé el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, no puede fundamentar la misma en la responsabilidad objetiva prevista en el artículo 560 de la Ley Orgánica del Trabajo, y cuando lo hace así el Juez de la recurrida quebranta las normas indicadas.

 

La infracción de ley antes indicada no es suficiente para provocar la nulidad del fallo; pues, aunque tal confusión de los supuestos de responsabilidad del empleador constituye uno de los fundamentos del fallo impugnado, su presencia en el mismo resulta irrelevante, ya que, tal y como se desprende del texto de fallo supra transcrito, el Juez de la recurrida estableció que el accidente de trabajo se debió a una situación peligrosa en las condiciones de trabajo conocida por el patrono, como lo era que el vehículo que se le asignó al trabajador tenía desperfectos con la bomba de agua y que el patrono conocía de tal situación.

 

Entonces, a criterio del Juez, el accidente, en definitiva, fue causado por una situación peligrosa no corregida y en ese caso es procedente la sanción prevista en el artículo 33, parágrafo segundo, de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo.

 

Por las razones antes expuestas debe desestimarse la denuncia formulada. 

- IV -

DENUNCIA POR ERROR DE JUZGAMIENTO 
 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la parte formalizante denuncia la violación por parte de la recurrida de los artículos 55 de la Ley de Tránsito Terrestre, por falta de aplicación; del numeral 4° del parágrafo segundo de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, por falsa aplicación,  y del artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, por haberse violado una máxima de experiencia. 

 

Por vía de argumentación, expone el recurrente:

 

“En primer lugar hay que aclarar que para que sea procedente una acción por accidente laboral  basada en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo es necesario que se den las condiciones siguientes:

 

1) Que exista una relación laboral.

 

2) Que se produzca un accidente de

 trabajo.

 

3) Que el trabajador sufra un daño.

 

4) Que exista culpa o dolo eventual del patrono al haber expuesto al trabajador a un peligro.

 

5) Que exista una relación de causalidad entre la actuación dolosa o culposa del patrono y el accidente que ocasionó el daño. 

Es decir: que exista una relación de causa a efecto entre la actuación u omisión culposa del patrono actuando como causa y el accidente que produjo el daño al trabajador figurando como efecto. 

Ahora bien: en el caso presente el sentenciador estableció una relación de causalidad entre EL HECHO DE QUE EL PATRONO LE ENTREGÓ AL TRABAJADOR UN VEHÍCULO QUE TENÍA PROBLEMAS EN LA BOMBA DE AGUA Y EL ACCIDENTE DE TRÁNSITO ACONTECIDO, en donde se le infringieron daños al trabajador.

 

Sostenemos QUE ESA RELACIÓN DE CAUSALIDAD ES FALSA  porque el hecho de que el trabajador circulara en un vehículo que tenía desperfectos en la bomba de agua  EN MODO ALGUNO DETERMINÓ QUE ÉSTE SE SALIERA DE LA VÍA Y CHOCARA DE FRENTE CONTRA UN ÁRBOL.

 

Mucho mas verosímil resulta pensar que el accidente se produjo PORQUE EL TRABAJADOR CIRCULABA A EXCESO DE VELOCIDAD, como quedó establecido en la propia recurrida. Esa es la verdadera causa del accidente que causó el daño al trabajador: el exceso de velocidad con el cual conducía.

 

 (…)

 

Por ello es que alegamos que cuando la recurrida señala que el desperfecto que tenía el vehículo en la bomba de agua fue la causa del accidente que produjo los daños al trabajador, viola la NORMA DE LA EXPERIENCIA que nos indica QUE SI UN VEHÍCULO TIENE PROBLEMAS CON LA BOMBA DE AGUA  SE RECALIENTA, Y  DICHO RECALENTAMIENTO NUNCA PRODUCE EFECTOS EN EL VEHÍCULO QUE DETERMINEN QUE EL CONDUCTOR PIERDA EL CONTROL EN SU MANEJO. 

 

Alegamos que la verdadera causa del accidente fue EL EXCESO DE VELOCIDAD con el que circulaba el actor; para llegar a esa conclusión la recurrida debió aplicar, y no lo hizo, la primera parte del artículo 55 de la Ley de Tránsito Terrestre,…

 

También infringió por falsa aplicación el parágrafo segundo de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, en su encabezamiento y su numeral 4º, la falsa aplicación de este artículo viene dada porque al no existir  una relación de causalidad entre la culpa o dolo eventual del patrono (que nacería por haberle dado al trabajador un vehículo que tenía problemas en la bomba de agua) y el accidente laboral que generó los daños, es muy claro que no era procedente la indemnización que pidió el actor con base en esa normativa; y como la recurrida aplicó este artículo para acordarla, es muy claro que lo infringió por falsa aplicación.” 

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

Inicialmente debe desestimarse la denuncia de violación por falta de aplicación del artículo 55 de la Ley de Tránsito Terrestre, pues si bien éste establece la presunción de culpa en un accidente de tránsito del conductor que lo hiciere a exceso de velocidad, tal norma es aplicable a los fines de exigir la responsabilidad civil prevista en el derecho común (artículo 1.185) pero no a los fines de determinar la obligación de indemnizar al trabajador por la ocurrencia de un accidente de trabajo o el padecimiento de una enfermedad profesional derivada de una condición de trabajo insegura que el patrono conociendo no corrigió.

Respecto a la violación de una máxima de experiencia por parte del Juez de la recurrida, la Sala observa que las máximas de experiencia son juicios hipotéticos de contenido general, sacados de la experiencia, sean leyes tomadas de las distintas ramas de la ciencia, o de simples observaciones  de la vida cotidiana, son reglas de la vida y de la cultura general formadas por inducción.

 

Estas máximas de experiencia no precisan ser probadas por ser un conocimiento común de lo que generalmente acontece, y por tanto el juez tiene la facultad de integrarlas, al ser parte de su experiencia de vida, a las normas jurídicas adecuadas para resolver la controversia.

 

Según el dispositivo del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, el patrono es responsable de  los daños causados al trabajador, que condujeron a su incapacitación, aun parcial y temporal, o a su muerte, como consecuencia de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, si dicho infortunio de trabajo es consecuencia a su vez de la concreción de un peligro que el patrono conocía y no corrigió.

 

Si el accidente de trabajo se produce por una causa distinta a una situación riesgosa conocida por el patrono, no puede exigírsele a éste la responsabilidad prevista en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo.

 

La sentencia impugnada estableció que el accidente de trabajo se produjo por exceso de velocidad del trabajador al conducir el vehículo. Ahora bien, los vehículos automotores, se sabe por máxima de experiencia, sin necesidad de ser perito automotriz, que  los desperfectos en la bomba de agua de los automóviles producen un recalentamiento del motor y la consecuente paralización del vehículo; por tanto los problemas en la bomba de agua de un vehículo, si bien constituyen una situación anormal no constituyen un riesgo que afecte la seguridad en el trabajo del conductor.

 

Por tanto, cuando el Juez de la recurrida estableció que los desperfectos del vehículo (en la bomba de agua) conducido por el actor incidieron en la ocurrencia del accidente violenta la máxima de experiencia ya mencionada.

 

Establecido que según las previsiones del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, el patrono es responsable en los casos que el accidente de trabajo ocurra por la materialización de una condición riesgosa que el mismo conocía, y que el accidente de trabajo en que el actor quedó incapacitado parcial y temporalmente, no se debió a una situación peligrosa conocida por el empleador, debe esta Sala determinar que el Juez de la recurrida quebrantó el numeral 4° del artículo en comento, cuando condenó al empleador a pagar la indemnización prevista en dicha norma.

 

Por las razones expuestas se debe declarar procedente la presente denuncia.

DECISIÓN

 


Por las razones antes expuestas, este Supremo Tribunal de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte demandada contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, en fecha el día 26 de noviembre de 1999. En consecuencia, se CASA la referida sentencia y se declara su nulidad, reponiendo la causa al estado que el Tribunal Superior que resulte competente dicte una nueva decisión en conformidad con la doctrina de este Alto Tribunal expuesta en el presente fallo. 


Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal Superior de origen a los fines legales consiguientes; todo de conformidad con lo previsto en el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

 



Dada, firmada y sellada en la  Sala  de  Despacho  de la Sala de Casación  Social del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en Caracas, a los veinticinco   (25) días del mes de octubre dos mil. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

___________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

    El Vicepresidente-Ponente,

 

 

___________________________

    JUAN RAFAEL PERDOMO

 





           
  Magistrado,

 

 

                                                  ______________________________

                                                     ALBERTO MARTINI URDANETA

 

La Secretaria,

 

 

____________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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